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Calificación jurídica microtráfico: El Tribunal siguiendo un criterio objetivo y a la vez científico como lo es la cantidad y pureza de la droga incautada la que alcanzó por una parte un peso bruto de 0,26 gramos con una pureza de un 51% de cocaína base, y 5,16 gramos con una pureza igualmente de un 51%, estableció que nos encontrábamos en presencia de la figura típica de microtráfico. Acoge agravante 12 N° 16: El Tribunal estimó que la comisión anterior de por lo menos un delito, que ese delito haya sido objeto de sentencia condenatoria ejecutoriada y que ese delito haya sido de la misma especie que aquel por el que se está condenando nuevamente al acusado es razón suficiente para configurar la agravante. RFA 

Concepción, veintiuno de agosto de dos mil nueve.


VISTO Y CONSIDERANDO:


PRIMERO: Que con fecha diecinueve de agosto de dos mil nueve, ante la Cuarta Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Concepción, integrada por los jueces, doña María Francisca Durán Vergara, quien presidió, doña Georgina del Carmen Solís Morgado y don Rafael Francisco Corvalán Pazols, se llevó a efecto audiencia de Juicio Oral en causa RUC  0800767166-1 RIT N° 230-2009, seguida en contra de la acusada doña KATHERINE ANDREA ESPINOZA CURIANTE, RUT 14.356.032-5, nacida el 13 de enero de 1979, 30 años de edad, casada, dueña de casa, domiciliada en Calle Guacolda N° 1052, San Pedro de la Costa, San Pedro de la Paz,  representada por el defensor penal privado don Luis Oróstica Muñoz, con domicilio en Lincoyán N° 666 Concepción.


Fue parte acusadora el Ministerio Público, representado por la fiscal doña Carla Hernández Gutiérrez, domiciliada en Avenida San Juan Bosco N° 2026 (ex Irarrázabal), comuna de Concepción.

 
SEGUNDO: Que los hechos y circunstancias que fueron objeto de la acusación son los siguientes:

“El día 19 de Agosto de 2008, alrededor de las 19:30 Hrs., en su domicilio de Calle Guacolda N° 1052, Sector San Pedro de La Costa, San Pedro de La Paz, la imputada Katherine Espinoza Curiante efectuó venta de un papelillo contenedor de pasta base de cocaína y ese día poseía la cantidad de 38 envoltorios contenedores de 5, 1 grs. de la misma sustancia, los que guardaba en un monedero sintético el que arrojó al patio del inmueble al ingresar el personal policial. La droga incautada estaba destinada a la venta.

Se incautó, además, la suma de $5.000 en dinero efectivo.

Los hechos descritos configuran el delito de tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en pequeñas cantidades, previsto y sancionado en los artículos 1º y 4º de la ley 20.000, en grado de consumado, perpetrado en calidad de autora por la acusada, de conformidad a lo establecido en el artículo 15 N° 1 del Código Penal.

Respecto a las circunstancias modificatorias el Ministerio Público señala que a la acusada perjudica la circunstancia agravante de responsabilidad criminal del artículo 12 N° 16 del Código Penal.


Por estas consideraciones, el Ministerio Público solicita respecto de la acusada se le imponga  la pena de tres años y un día de presidio menor en su grado máximo, multa de 20 U. T .M., las accesorias legales correspondientes, el comiso de las especies incautadas, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 45 de la ley 20.000 y las costas de la causa, en su calidad de autora del delito de tráfico de sustancias estupefacientes en pequeñas cantidades, en grado de consumado.”



TERCERO: Que la defensa de la acusada, en su alegato de apertura indicó que ofrecería la confesión judicial de su representada y así considerar la atenuante de la colaboración sustancial.


En su alegato de clausura, la defensa mantuvo lo sostenido en la apertura en cuanto a que su defendida ha confesado absolutamente la verdad colaborando con la acción de la justicia; que si bien el Ministerio Público ha solicitado una pena de tres años y un día, ésta deberá ser rebajada teniendo en cuenta la colaboración prestada por su representada. 


CUARTO: Que en la oportunidad prevista en el artículo 326 del Código Procesal Penal la acusada dijo que lo dicho por la señorita fiscal es cierto; que cuando llegó el OS 7 a su casa arrancó hacia el patio y arrojó el monedero.


Agregó la acusada, que es efectivo también haber vendido un envoltorio de pasta base de cocaína antes de ser detenida; que la suma de dinero encontrada -$5.000-, también había sido producto de la venta de droga. Indicó que a su marido que se encontraba en la casa lo esposaron, pero a ella nada le hicieron; que la venta de droga había comenzado 20 días antes de su detención, debido al momento familiar en que se encontraba, esto es, la separación de su marido.


Antes de declararse cerrado el debate, la encartada señaló que desea pedir perdón a sus hijos por dejarlos solos, como también a la sociedad por haber cometido el delito.


QUINTO: Que en la audiencia de preparación de juicio oral los intervinientes no acordaron convenciones probatorias.

SEXTO: Que sobre la base de los elementos de prueba producidos durante el desarrollo del juicio oral, que este Tribunal aprecia con libertad, según lo permite el artículo 297 del Código Procesal Penal, se dan por probados los siguientes hechos:

Que el 19 de agosto de 2008, alrededor de las 11:30 horas, la acusada Katherine Espinoza Curiante fue sorprendida por personal de la Policía de Investigaciones en su domicilio de calle Guacolda N° 1052, Sector San Pedro de La Costa, San Pedro de La Paz, poseyendo y guardando para su posterior venta la cantidad de 35 envoltorios contenedores de 5, 1 gramos de pasta base de cocaína, droga que arrojó junto al monedero que la contenía hacia el patio del inmueble, al ingresar personal policial a su domicilio. Asimismo se encontró en dicho inmueble la suma de $5.000 en dinero en efectivo.

Que momentos antes, la referida acusada había efectuado la venta de un papelillo también contenedor de pasta base de cocaína a un agente revelador. 

SÉPTIMO: Que los hechos antes consignados, resultaron acreditados con los dichos del funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile, Carlos Patricio Saravia Paz, quien refirió que en el mes de agosto de 2008 por antecedentes que existían sobre la venta de droga en el sector de San Pedro de la Costa, comuna San Pedro de la Paz, particularmente en los inmuebles N°s 1052 y  1056 de calle Guacolda, procedieron a efectuar diversas diligencias determinando que una gran cantidad de jóvenes concurrían al inmueble, manteniéndose por cortos espacios de tiempo; que el 19 de agosto bajo la técnica del agente revelador se obtuvo resultados positivos en ambas casas, lo que quiere decir que se logró adquirir un papelillo en ambos domicilios; que cerca del mediodía ingresaron a ambos inmuebles; que a uno de ellos, específicamente el N° 1052 se le complicó el acceso, percatándose de la presencia de la acusada presente en el sala, quien arrancó hacia el patio arrojando un monedero con 35 contenedores de cocaína base. Que después se identificó a las personas que estaban en el interior –un menor y un adulto- como también se logró encontrar la suma de $5.000 que estaba en la cocina.

Precisó el testigo que la droga encontrada tenía un peso de 5,1 gramos bruto; que tanto la droga como el dinero encontrado aparecen registrados en dos fotografías que reconoció durante su deposición; que personalmente vio a la encartada arrojar el monedero de color café.

Corrobora lo anterior, lo expuesto por el detective de la Brigada Antinarcóticos de Concepción, Patricio Leonardo Severín Burdiles quien reiteró lo referente al día y hora de ocurrencia de los hechos, como también a la investigación llevada por la brigada en conjunto con la fiscalía local; que producto de lo anterior se realizó una de las técnicas previstas en la ley 20.000, la que arrojó resultados positivos por cuanto una mujer de unos 30 años vendió un papelillo en el inmueble N° 1052 de calle Guacolda; que a él le correspondió participar en el ingreso al inmueble N° 1056, sin embargo se enteró que en el inmueble al cual no ingresó, se logró la detención de una mujer, lo que pudo observar cuando la sacaban del domicilio.

Que los testimonios vertidos en juicio, son suficientes para arribar a una sentencia condenatoria desde que todos son contestes en la forma de cómo se originó la actuación que en definitiva concluyó con la detención de la acusada, esto es desde las labores investigativas efectuadas hasta el ingresó al domicilio de la encartada, en el que finalmente se encontró la droga y el dinero incautado; que no se divisa duda alguna o elemento contradictorio que haga suponer que se trató de un procedimiento inadecuado o no ajustado a derecho.

Además, se debe tomar en cuenta que los dichos de los funcionarios de Investigaciones, en especial del detective Saravia Paz, encuentran sustento en las fotografías que fueron válidamente incorporadas por el ente persecutor penal y particularmente en los dichos de la acusada quien de manera idéntica se refirió a los hechos materia de la acusación.

OCTAVO: Que teniendo presente los medios de prueba pertinentes consignados en el basamento precedente y analizados, conforme lo dispone el artículo 297 del Código Procesal Penal, permiten concluir que los hechos registrados en el considerando sexto del presente fallo configuran el delito de tráfico ilícito de drogas, en pequeñas cantidades, en grado de consumado, previsto y sancionado en los artículos 1 y 4 de la Ley N° 20.000, en especial en aquella parte que se refiere a la  posesión y guarda de la misma.
Que así las cosas y siguiendo ciertamente un criterio objetivo y a la vez científico como lo es la cantidad y pureza de la droga incautada la que alcanzó por una parte a un peso bruto de 0,26 gramos con una pureza de un 51% de cocaína base, y 5,16 gramos con una pureza igualmente de un 51%, porcentajes ambos que aparecen en los protocolos de análisis 19580-2008-M3-3 y 19580-2008-M2-3 del Laboratorio de Análisis de Drogas del Instituto de Salud Pública, documentos que fueron incorporados por el Ministerio Público y no objetado por la defensa de conformidad con lo prescrito en el artículo 315 del Código Procesal Penal, no hacen sino que confirmar que estamos en presencia de la figura típica de microtráfico. Lo anterior, igualmente se corrobora con sendos oficios de la Directora del Servicio de Salud de Concepción por los cuales se remiten los informes antes señalados.

NOVENO: Que la participación de la acusada, resultó acreditada con la declaración del detective Saravia Paz quien reconoció a la encartada en la sala de audiencias, como la persona que se despojó de la droga que portaba al momento de hacer ingreso a su domicilio y como quien vendió momento antes un papelillo de pasta base de cocaína a un agente revelador; que, de manera más general, también el detective Severín Burdiles ayuda a justificar la participación de la acusada por cuanto fue testigo del momento en que ésta era sacada de su domicilio después de haberse efectuado el procedimiento que culminó con su detención.

Finalmente y no por ello menos importante, resulta el reconocimiento efectuado por la encartada quien de manera detallada relató su participación en los hechos materia de la acusación.


DÉCIMO: Que no habiendo sido objeto del juicio la discusión sobre la existencia de los hechos, corresponde resolver sobre la concurrencia o no de circunstancias modificatorias de responsabilidad penal.

Al respecto y conforme las alegaciones vertidas por los intervinientes en la audiencia dispuesta en el artículo 343 del Código Procesal Penal, se hará lugar a la concurrencia de lo peticionado por la representante del Ministerio Público en lo que respecta a la concurrencia de la agravante de responsabilidad criminal consagrada en el artículo 12 Nº 16, esto es, ser reincidente en delito de la misma especie, toda vez que se dan las siguientes condiciones: la comisión anterior de por lo menos un delito, que ese delito haya sido objeto de sentencia condenatoria ejecutoriada y que ese delito haya sido de la misma especie que aquel por el que se está condenando nuevamente al acusado. Lo anterior resultó suficientemente acreditado con la documentación incorporada consistente en: extracto de filiación y antecedentes de la incriminada en el que aparece entre otras: la causa RUC nº 0500165719-6 RIT nº 1438-2005, del Juzgado de Garantía de Talcahuano por el delito de tráfico de estupefacientes y sustancias psicotrópicas condenada el 27 de febrero de 2006 a una pena de tres años y un día de presidio menor en su grado máximo. Además se incorporó copia de sentencia con certificación de encontrarse firme y ejecutoriada. 

Por otra parte y también según lo esgrimido por los intervinientes se acogerá la atenuante de responsabilidad penal, prevista en el artículo 11 N° 9 del Código Penal, esto es, la colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos, desde que el relato de la acusada sin duda fue de utilidad a la hora del establecimiento de los hechos y fijar su participación en los mismos.

Asimismo, y teniendo presente lo expuesto por la acusada en relación al difícil momento económico y familiar por el que atraviesa y la imposibilidad de otorgamiento de beneficios de la Ley 18.216 se accede sólo a la rebaja de la multa a imponer en el plazo que se indicará en lo resolutivo de esta sentencia y no a la petición subsidiaria elaborada por la defensa respecto a que se le eximiera de la misma.

UNDÉCIMO: Que de conformidad con lo establecido en el artículo 45 de la Ley N° 20.000, en particular respecto de la suma de $5.000 en dinero en efectivo que fuera incautado y que registra el pagaré por depósito a plazo renovable reajustable del BancoEstado N° 0140-00.002.441.767, que fuera acompañado por el Ministerio Público, se decreta su comiso, ya que, de la prueba aportada al juicio y lo dicho por la acusada, dicha suma es claramente una utilidad originada de la actividad ilícita desarrollada por ella. En cuanto a la droga incautada, resulta innecesario decretar el comiso, por cuanto ella se encuentra destruida conforme las prescripciones de la misma ley.
DUODÉCIMO: Que se desestima por carecer de relevancia para el caso concreto, particularmente para el cumplimiento de la pena el oficio N° 08.23.00/1471/09 del Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Chile, teniendo presente lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 18.216.

DECIMOTERCERO: Que concurriendo en la especie una circunstancia atenuante y una agravante de responsabilidad criminal, y al efectuarse una compensación racional de las mismas por estimarlas de similar entidad el tribunal al aplicar la pena podrá recorrerla en toda su extensión.

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los artículos 1°, 11 N°9, 12 N°16, 14 N°1, 15 N° 1°, 18, 21, 24, 25, 26, 30,  31, 47, 50, 68, 69, 70 y 76 del Código Penal; 1°, 4°, 36, 45, 46, 47, 281, 295, 296, 297, 309, 319, 323, 325, 326, 328, 329, 333, 338, 339, 340, 341, 342, 343, 344, 346 y 348 del Código Procesal Penal; 1, 4, 45, 46, 52 y 62 de la Ley N° 20.000 y su Reglamento contenido en el Decreto N° 565 del Ministerio de Justicia de fecha 9 de junio  de 1995; Ley 19.970 e Instrucción de Pleno de la Excma. Corte Suprema sobre la forma y contenido de las sentencias dictadas por los Tribunales de la Reforma Procesal Penal, se declara:

I.- Que, SE CONDENA a la acusada KATHERINE ANDREA ESPINOZA CURIANTE ya individualizada, a la pena QUINIENTOS CUARENTA Y UN DÍAS de presidio menor en su grado medio, a la accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena, en calidad de autora del delito de tráfico ilícito de drogas, en pequeñas cantidades, en grado de consumado, previsto y sancionado en los artículos 1 y 4 de la Ley N° 20.000, cometido en la comuna de San Pedro de la Paz el 19 de agosto de 2008. 

II.- Asimismo, se condena a la sentenciada al pago de una multa de Seis Unidades Tributarias Mensuales, equivalente en moneda de curso legal vigente al momento de su pago efectivo, a beneficio del Fondo Especial del Ministerio del Interior, cuenta corriente N° 9023283 oficina principal del BancoEstado, denominada “Ministerio del Interior-Fondo artículo 46 Ley N° 20.000”, con el objetivo de ser utilizados en programas de prevención del consumo de drogas, tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción.

En el evento que la sentenciada no pagare la multa impuesta, sufrirá por vía de sustitución y apremio, la pena de doce días de reclusión, a razón de un día por cada media unidad tributaria mensual a que ha sido condenado.

III.- Que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 en relación al artículo 70 ambos del Código Penal, autorizase a la sentenciada a pagar la pena de multa impuesta en seis cuotas, de una unidad tributaria mensual cada una, cuyo monto a pagar en pesos será el equivalente al que tenga la unidad tributaria al momento del pago.

Asimismo, se apercibe a la sentenciada que el no pago de una de las parcialidades, hará exigible el total de la multa adeudada, sin perjuicio de la sustitución consignada en la sentencia
IV.- Que la pena temporal impuesta en la presente sentencia, la acusada deberá cumplirla de manera efectiva atendido sus reprochables antecedentes pretéritos y lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley 20.000, la que se contará desde el 19 de agosto de 2008, fecha desde la cual ha permanecido de manera ininterrumpida privada de libertad según se desprende del auto de apertura. 

V.- Que se condena a la sentenciada al pago de las costas de la causa.

VI.- Que se decreta el comiso del dinero referido en el motivo undécimo.

Dése cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 19.970 y su Reglamento.
Devuélvase a los intervinientes la prueba allegada al procedimiento.

Ejecutoriada que sea esta sentencia, comuníquese al Juzgado de Garantía de San Pedro de la Paz para todos los efectos legales.

Regístrese y archívese, en su oportunidad. 

Redactó la sentencia el juez don Rafael Corvalán Pazols.

RUC N° 0800767166-1 

RIT N° 230-2009

DICTADA POR DOÑA MARÍA FRANCISCA DURÁN VERGARA, DOÑA GEORGINA DEL CARMEN SOLÍS MORGADO Y DON RAFAEL CORVALÁN PAZOLS, JUECES TITULARES DEL TRIBUNAL DE JUICIO ORAL EN LO PENAL DE CONCEPCION.

